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ASUNTO
En virtud de impedimento de uno de los Magistrados, esta Sala dual asume el estudio de la acción de tutela que promueve el ciudadano Jaime Andrés Muñoz Quiroga contra los Juzgados Sexto Penal del Circuito, Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y la Fiscalía Décima Seccional de esta ciudad.
ANTECEDENTES

La petición de amparo.

Dio a conocer el actor que el 24 de diciembre de 2002 fue capturado en situación de flagrancia al llevar consigo una sustancia estupefaciente, cuando se dirigía a esta ciudad, por lo que fue puesto a disposición del Juzgado 2º Promiscuo de Familia dado que no tenía conocimiento de su fecha de nacimiento, luego pasaron las diligencias a la Fiscalía donde el 10 de septiembre de 2003, conforme a lo dispuesto por el artículo 331 de la Ley 600 de 2000, se libró orden de captura en su contra, y después se procedió a dar aplicación al artículo 344 sin tener en cuenta que nunca fue citado para rendir indagatoria y condenado por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira a ocho años de prisión sin beneficio alguno.
Agregó que actualmente presenta discapacidad por no tener movilidad en sus extremidades, se encuentra recluido en la Penitenciaría de Villanueva de Cali desde el 8 de junio de 2010 y hasta la fecha no se ha traslado su expediente a esa sede.
Expuso adicionalmente algunos argumentos sobre la protección del debido proceso, aduciendo que en su caso existen irregularidades sustanciales que afectaron su derecho, y que en este evento particular sí es procedente la tutela contra una decisión judicial.
Acompañó al libelo tutelar copia íntegra de la actuación surtida contra el actor ante el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira.

La actuación.
Admitida la acción y comunicada a los jurídicamente interesados, se pronunció el titular del Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta ciudad, reseñando la actuación procesal relevante e indicó que las diferentes decisiones judiciales fueron notificadas en debida forma y que el sentenciado estuvo asistido por una apoderada designada en forma oficiosa. Agrega además que el aludido Muñoz Quiroga, no ha presentado ante su despacho solicitud tendiente a obtener la nulidad de lo actuado.
Se practicó inspección a la actuación penal, con lo cual se constató que las copias aportadas por el accionante, coinciden con su original.
CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
2. Problema jurídico planteado:

Se cuestiona por esta vía la actuación de la Fiscalía Décima Seccional y del Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira, al investigar y fallar un asunto de su competencia contra el actor, arguyendo violación al debido proceso de Muñoz Quiroga, por la presencia de irregularidades sustanciales con ocasión de la orden de captura que se impartió en su contra y su declaración como persona ausente, sin cumplir los requisitos que imponían las normas procesales aplicables.

SOLUCIÓN

Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela ante los jueces, en cualquier momento y lugar, para invocar directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.
El planteamiento del actor se contrae a sustentar una irregularidad sustancial que afecta el debido proceso, inmersa en la actuación que se surtió en su contra por fabricación, tráfico o porte de estupefacientes, porque se procedió a librar orden de captura en su contra y luego a declararlo persona ausente, sin que previamente se le hubiese efectuado citación para rendir indagatoria, ante lo cual se duele por el adelantamiento de la acción que concluyó con sentencia que le impuso 8 años de prisión.
La Colegiatura reitera que la acción de tutela sólo procede como mecanismo excepcional cuando quiera que la misma se promueve contra las providencias de los jueces, siempre y cuando ellas contengan ostensibles defectos constitutivos de causales de procedibilidad que deban ser conjuradas frente a la inexistencia de otro medio de defensa judicial. Por lo tanto, a este instituto no puede acudirse de manera general, sino previo el lleno de requisitos definidos por la jurisprudencia, así:
“2. En diferentes oportunidades, la Sala ha precisado que el mecanismo mencionado no se encuentra diseñado con miras a reemplazar al juez competente, de ahí que no sea de recibo cuando se advierte que el accionante cuenta con otro instrumento judicial para invocar la protección de los derechos fundamentales que considera, le han sido vulnerados. De tal forma, la competencia del juez de tutela se limita al examen y verificación del acto por el cual se presume, son violadas  o amenazadas las garantías superiores.

“3. Es por ello, que se han fijado criterios generales sobre la procedencia formal del amparo, los que han sido estatuidos en el artículo 6° del Decreto 2591 de 1991 cuyo numeral primero señala la existencia de otro mecanismo de defensa judicial para lograr la protección que por vía de la acción constitucional se pretende obtener”. 

En igual sentido esa Alta Corporación luego ratificó:

“La Sala ha sostenido de manera reiterada que, con el fin de respetar la autonomía judicial y no desconocer la intangibilidad de la cosa juzgada, el amparo constitucional contra providencias judiciales tiene carácter excepcional.

“Su viabilidad se ha admitido cuando se constate sin dificultad que la decisión objeto de reproche adolece de algún defecto orgánico, procedimental absoluto, fáctico, material o sustantivo, un error inducido, carece por completo de motivación, desconoce el precedente o viola directamente la Constitución. No obstante, para que el juez constitucional pueda adelantar ese estudio es preciso que previamente confirme que en el caso concreto se cumplen los requisitos genéricos de procedibilidad que habilitan la interposición de la acción, esto es:.

(…) 

Por manera que al contrario de lo expuesto por el actor, podría concluirse que toda decisión judicial ejecutoriada está precedida de la doble presunción de legalidad y acierto y que por ende, entraña el principio de seguridad jurídica, cuya remoción del mundo jurídico sólo podría presentarse en casos muy excepcionales, efecto para el cual primero debe acudir a todos los mecanismos de defensa judicial que la Sala echa de menos en este evento, como la interposición de los recursos de apelación y de casación, e igualmente la acción extraordinaria de revisión.
El tema central sobre la reclamación de los derechos,  se fundamenta en una presunta irregularidad a cargo de la Fiscalía Instructora, consistente en que libró orden de captura contra el señor Muñoz Quiroga para escucharlo en indagatoria sin haberlo citado previamente y al no haber logado hacerla efectiva procedió a su declaratoria como persona ausente, lo cual se encuentra ajustado a la legalidad -artículo 344 in-fine-, por lo que se presentó un juzgamiento en contumacia, con la representación una abogada titulada que lo representó adecuadamente e inclusive en la audiencia pública pidió se le absolviera, lo que de suyo entraña una defensa técnica, pues se ha confiado tal oficio a una profesional del derecho, cuya formación académica permite suponer fundadamente su idoneidad para el ejercicio.

Del discurrir procesal se advierte que fue necesario aplicar aquella medida extrema, en virtud a la conducta contumaz del implicado frente a la acción del Estado, porque desde antes él conocía la existencia de la investigación, e incluso se hizo pasar como menor y escondió su verdadera identidad e hizo que inicialmente el desarrollo de los ritos procesales tomara un curso diferente al que debía atemperarse, de suerte que acreditado el hecho de la mayoría de edad del justiciable y su verdadero nombre, se imprimió el trámite por cuenta de la Fiscalía Décima Seccional de esta ciudad, la que al ordenar la apertura de instrucción dispuso la captura del señor Jaime Andrés Muñoz Quiroga y su ulterior vinculación en ausencia.

Esta vinculación devino como consecuencia del precepto contenido en el inciso 2º del artículo 336, el cual permite al funcionario instructor prescindir de la orden de citación e impartir la de captura para escuchar en indagatoria a la persona, cuando se procede por delitos por los cuales sea necesario resolver situación jurídica.
En efecto, la misma ley aplicable al caso que ocupa la atención de la Magistratura permite obviar la citación para escuchar en injurada a Muñoz Quiroga en virtud de que el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes tipificado por el artículo 376 del Código Penal, tiene prevista una pena cuyo mínimo es de 8 años de prisión, por lo que el proceder del Fiscal estuvo dentro de los parámetros legalmente previstos, incluida la declaratoria de ausencia a términos del mandamiento 344 ibídem.
No obsta mencionar que el sentenciado tuvo la oportunidad de comparecer al proceso, ya que tenía pleno conocimiento de su existencia, porque con anterioridad fue escuchado en una entrevista privada con el juez de menores, a quien le desvió información no solo acerca de su edad sino sobre sus nombres y apellidos y abandonó el ejercicio de los derechos que le brindan las normas procesales con plena voluntad y consciencia, de tal suerte que de advertir alguna irregularidad en la tramitación de esa investigación y/o juzgamiento, -la cual no advierte esta Colegiatura- ha debido reclamar dentro del mismo y no ahora tardíamente y por una vía que no es la adecuada para esos propósitos.
La orden de captura se dispuso desde el momento mismo en que la Fiscalía asumió la investigación, fue consecuencia natural y directa de haberse ordenado la apertura de instrucción y para el efecto bastó que, como lo contempla el artículo 336, inciso 2º de la Ley 600 de 2000, se procediera por delito que requería resolver su situación jurídica y se autoriza prescindir de la citación para escucharlo en descargos.

Acudiendo a criterios auxiliares sobre el tema, imperioso resulta citar la jurisprudencia de la Corte Constitucional, que al desatar demanda de inexequibilidad propuesta contra el artículo 344 de la Ley 600 de 2000, motivó:

“De la declaratoria de persona ausente como acto de vinculación al proceso penal.
“(…)

“19. Para garantizar la prelación de la vinculación personal, el ordenamiento jurídico procesal establece que el imputado debe ser citado a rendir indagatoria (C.P.P. art. 336) y en caso de no comparecer, el paso siguiente es ordenar su captura, si se trata de aquellos delitos frente a los cuales procede la detención preventiva (C.P.P. arts. 336 y 354). Con todo, la procedencia de esta forma de vinculación se sujeta a la identificación del sindicado y a la existencia de datos ciertos que permitan su localización.

“En idéntico sentido, esta Corporación ha reconocido la naturaleza residual de la declaratoria de ausencia como acto procesal de vinculación al juicio criminal, en los siguientes términos:  

“(...)

“(...) En síntesis, la declaración de persona ausente es una medida con que cuenta la administración de justicia para cumplir en forma permanente y eficaz la función que el Constituyente le ha asignado y, por tanto, al estar comprometida en ella el interés general no puede postergarse so pretexto de que el procesado no ha comparecido al llamado de la justicia, y esperar a que éste voluntariamente se presente o que sea capturado o que la acción penal prescriba, como lo pretende el actor, sino que la actuación procesal debe adelantarse procurando por todos los medios posibles comunicar al sindicado la existencia de la investigación que cursa en su contra y designarle un defensor de oficio que lo represente en el ejercicio de su derecho; además de brindarle mecanismos legales que le permitan obtener la corrección de los vicios y errores en que se haya podido incurrir por falta de adecuada defensa (...)”.

Súmase a lo anterior que quien se encuentre vinculado a una investigación en cualquier etapa del proceso, puede acudir personalmente o designar un defensor de confianza, tal como lo autoriza el inciso 2º del artículo 129 de la citada Ley 600 de 2000.

No es esta la oportunidad para revivir los términos fenecidos, ni para replantear una estrategia defensiva, tratando de corregir la conducta omisiva del justiciable, quien prefirió dar la espalda huyendo de la acción de la justicia, a sabiendas de que en su contra existía un proceso por tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. Se aprecia que esta acción se toma como última ratio, en procura de agotar los mecanismos defensivos de quien en tiempo renunció a su ejercicio, suplir esta incuria con sacrificio de un trabajo judicial ponderado y con apego a la ley, comporta desnaturalizar las acciones ordinarias que como en este evento, no presenta visos de invalidez.
Al respecto ha indicado la jurisprudencia:

“9. Lo anterior es más que suficiente para negar el amparo solicitado, no obstante la Sala aprovecha la oportunidad para reiterar que el juez de tutela no puede inmiscuirse en los asuntos encomendados a los jueces naturales y en especial cuando la injerencia tiene que ver con el modo de éstos interpretar la ley, lo contrario constituye un atentado contra la autonomía e independencia judiciales porque sólo excepcionalmente cuando la providencia se aparta abruptamente del ordenamiento jurídico y resuelve con arbitrariedad o capricho, o es producto de negligencia extrema, está habilitada esa intervención.

10. Además, la proyección material del principio de autonomía de la función jurisdiccional imposibilita deslegitimar lo decidido por la simple circunstancia de no ser compartido por quien ahora formula el reproche y que en sede de la acción de tutela no es posible efectuar una nueva valoración sobre el asunto reseñado como si dicho mecanismo fuera el escenario natural para intentar imponer una posición  particular, criterio igualmente sostenido por la Corte Constitucional al establecer que: 

“…el juez de tutela no puede entrar a valorar los medios de prueba que fueron objeto de análisis dentro de los procesos ordinarios pues solamente le corresponde verificar si, en la decisión del juez de instancia se hace evidente una irregularidad protuberante, el juez de tutela debe emitir las órdenes sobre los parámetros constitucionales necesarios para que el juez natural pueda corregir su error.

En conclusión, los jueces de la República gozan de autonomía en sus decisiones y sus providencias no podrán ser desconocidas ni revaluadas por el juez constitucional, pues este último se debe limitar a determinar si existió o no una vulneración a los derechos fundamentales de los asociados y sólo en esos casos podrá emitir las órdenes al juez natural que permitan enmendar ese defecto.

De suerte que no ha existido actuación ilegal en el trámite del proceso y en su función oficiosa la defensa fue activa al cumplir la vigilancia del desarrollo procesal e intervenir en la audiencia pública, y de otra parte, tampoco advierte falencias en la notificación de la sentencia infligida a Muñoz Quiroga, cuyas actuaciones se surtieron como lo dispone la ley adjetiva, mediante la fijación de un edicto para publicidad a las partes intervinientes.
Por último, no sobra advertir que la acción extraordinaria de revisión procede en cualquier momento, cuando quiera que contra la sentencia ejecutoriada se presente alguna de las siete causales enmarcadas dentro del artículo 220 de la Ley 600 de 2000 y/o 192 de la Ley 906 de 2004, como oportunidad defensiva posterior a una sentencia judicial, y se constituye como un mecanismo excepcional para conjurar una probable injusticia.

Con todo, Sala arriba a la conclusión de que la acción deviene improcedente, como quiera que no surge aquella manifiesta violación del derecho fundamental reclamado, por lo que habrá de negarse la protección.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Dual de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE:

Primero: Negar por improcedente la protección del derecho fundamental invocado por el ciudadano Jaime Andrés Muñoz Quiroga.
Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

Tercero: Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión, si esta decisión no es impugnada.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO                  JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Magistrado









Magistrado
JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES
Secretario

� Sentencia 46838 23 de marzo de 2010, MP. José Leonidas Bustos Martínez


� Sentencia 47062 de 17 de junio de 2010, MP Augusto J. Ibáñez Guzmán


� Corte Constitucional, Sentencia C-248 del 10 de marzo de 2004.


� Radicación 46096 – Sala de Tutelas – 28 de enero de 2010 MP. Yesid Ramírez Bastidas.
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